
 

“ASFALTOS TÉCNICOS DE LA 

BAJA”, S.A. DE C.V.  

VS.  

SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 

TRIBUTARIA DE BAJA 

CALIFORNIA. 

EXPEDIENTE 249/2021 J.P. 

 

SENTENCIA DEFINITIVA 

 

Mexicali, Baja California, a veinticuatro de noviembre de 

dos mil veinticinco. 

 

SENTENCIA DEFINITIVA  que declara la nul idad de la 

resolución contenida en el oficio **********1 de veintitrés de junio 

de dos mil veintiuno, mediante el cual el Director de Auditoría 

Fiscal del Servicio de Administración Tributaria  de Baja California 

determinó el crédito f iscal del Impuesto Ambiental Sobre la 

Extracción y Aprovechamiento de Materiales Pétreos y del 

Impuesto Adicional para la Educación Media y Superior por 

diversos periodos.  

 

GLOSARIO  

 

Ley del Tribunal:  Ley del Tr ibunal Estatal de Just icia 

Administrativa de Baja California.  

 

Tribunal:  Tr ibunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California.  

 

Juzgado: Juzgado Primero del Tr ibunal 

Estatal de Justic ia Administrat iva 

de Baja California.  

 

Constitución Federal:  Constitución Pol ít ica de los 

Estados Unidos Mexicanos.  

 

Ley de Ingresos: Ley de Ingresos del Estado de 

Baja California.  

 

Ley de Hacienda: Ley de Hacienda del Estado de 

Baja California 

 

Código Fiscal:  Código F iscal del Estado de Baja 

California 

 

Director:  Director de Auditoría Fiscal del 

Servicio de Administración 

Tr ibutar ia de Baja California.  

 

Resolución: Resolución contenida en el oficio 

**********1 de veintitrés de junio 

de dos mil veintiuno, mediante el 

cual el Director  determinó el 

crédito f iscal del Impuesto 

Ambiental Sobre la Extracción y 
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Aprovechamiento de Materiales 

Pétreos y del Impuesto Adicional 

para la Educación Media y 

Superior por diversos periodos.  

 

Impuesto Ambiental : Impuesto Ambiental Sobre la 

Extracción y Aprovechamiento de 

Materiales Pétreos  

 

Impuesto Adicional:  Impuesto Adicional para la 

Educación Media y Superior.  

 

R E S U L T A N D O: 

 

I.  Demanda.  Mediante escrito presentado el diez de agosto 

de dos mil  veintiuno, la parte actora promovió juicio contencioso 

administrativo contra la resolución contenida en el oficio 

**********1 de veintitrés de junio de dos mil veintiuno, mediante el 

cual el Director de Auditoría Fiscal del Servicio de Administración 

Tributaria de Baja California determinó el crédito fiscal del 

Impuesto Ambiental Sobre la Extracción y Aprovechamiento de 

Materiales Pétreos y del Impuesto Adicional para la Educación 

Media y Superior por los periodos del uno de enero al 31 de 

diciembre de dos mil diecisiete y dos mil dieciocho.  

 

II.  Auto inicial.  La demanda se admitió el nueve de noviembre 

de dos mil veintiuno -previa prevención-, y se tuvo como acto 

impugnado la resolución reseñada en el párrafo anterior; 

además, se emplazó como autoridad demandada al  Servicio de 

Administración Tributaria de Baja California . 

 

III.  Trámite y cierre de instrucción. Posteriormente se continuó 

con la tramitación del juicio en los términos que al respecto 

establece la Ley del Tribunal , hasta el dictado del acuerdo de 

veintiuno de abril  de dos mil veintidós  en el que se ordenó dar 

vista a las partes con los autos para que formularan sus alegatos 

por escrito dentro del término de cinco días, mismo que se les 

notif icó el tres de mayo de dos mil veintidós, día de su 

publicación en el Boletín Jurisdiccional.  

 

IV.  Cambio de titular.  El veinticuatro de noviembre de dos mil 

veinticinco se hizo saber a las partes que el nuevo titular del 

Juzgado es el l icenciado Raúl Aldo González Ramírez, Primer 

Secretario de Acuerdos que funge como Juez por Ministerio de 

Ley en términos del art ículo 12 de la Ley del Tr ibunal Estatal de 

Justicia Administrativa de Baja California.  

 

C O N S I D E R A N D O:  

 

PRIMERO. Competencia 
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Este Juzgado es competente para conocer y resolver la 

presente controversia, en razón de la naturaleza jur ídica del acto 

impugnado, de la autoridad emisora y por la ubicación del 

domicil io de la parte actora, el cual se encuentra en la 

circunscripción terr itorial de este Juzgado. Lo anterior, con 

fundamento en los artículos 1 párrafo segundo, 4 fracción IV, 25, 

26, fracción I I  y último párrafo, todos de la Ley del Tr ibunal .  

 

SEGUNDO. Oportunidad.  

 

El artículo 62 de la Ley del Tr ibunal  establece que la 

demanda debe presentarse dentro de los quince días siguientes, 

a aquel en que haya surtido efectos la notif icación del acto 

impugnado conforme a la ley del acto, o al día en que se haya 

tenido conocimiento del mismo.  

 

Del anális is de la demanda y anexos, se advierte que la 

resolución  se notif icó a la parte actora el veintinueve de junio de 

dos mil veintiuno, notif icación que surtió efectos el día treinta de 

junio de ese mismo año, en términos del artículo 72, fracción I,  

del Código Fiscal –ordenamiento legal que rige el acto–. 

 

Por lo anterior,  el plazo de quince días para presentar la 

demanda inició el uno de julio de dos mil veintiuno, y f inalizó el 

once de agosto de ese mismo año.  

 

En este contexto, es evidente que la presentación de la 

demanda fue oportuna, dado que se presentó el diez de agosto 

de dos mil veintiuno. 

 

TERCERO. Procedencia. 

 

Tomando en cuenta que las partes no hicieron valer 

causales de improcedencia y sobreseimiento, ni este Juzgado  

advierte la actualización de alguna de las previstas en la Ley del 

Tribunal , se procede al estudio de fondo del asunto.  

 

CUARTO. Antecedentes. 

 

A efecto de que este fal lo gane en claridad, es conveniente 

narrar los antecedentes del caso:  

 

El catorce de julio de dos mil  veinte, el Director  emitió el 

oficio **********2, en el cual determinó ejercer sus facultades de 

comprobación respecto al cumplimiento de Asfaltos Técnicos de 

la Baja, S.A. de C.V. de las disposiciones fiscales , 

correspondientes al pago del Impuesto Ambiental  y del Impuesto 
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Adicional , por los periodos de uno de enero a treinta y uno de 

diciembre de dos mil diecisiete y dos mil dieciocho . 

 

En ese oficio, el Director  solicitó a Asfaltos Técnicos de la 

Baja, S.A. de C.V. que proporcionara la documentación e 

información que esa autoridad necesitaba para el ejercicio de 

sus facultades de comprobación.  

 

El seis de octubre de dos mil veinte, el Director  emitió el 

oficio **********3, en el cual sol icitó al Director de Auditoría, 

Inspección y Vigilancia de la Secretaría de Economía Sustentable 

y Turismo del Gobierno del Estado de Baja California, le 

proporcionara la información con la que contaba respecto al 

Impuesto Ambiental a cargo de Asfaltos Técnicos de la Baja, S.A. 

de C.V., por los periodos de enero a diciembre de dos mil 

diecisiete y dos mil dieciocho. 

 

El veintiuno de octubre de dos mil veinte, el Director de 

Auditoría, Inspección y Vigilancia de la Secretaría de Economía 

Sustentable y Turismo del Gobierno del Estado de Baja California 

emitió el oficio **********4, en el cual señaló que Asfaltos Técnicos 

de la Baja, S.A. de C.V. extrajo un volumen total de 794,755.43 m 3  

de material pétreo en el periodo de noviembre de dos mil 

diecisiete a marzo de dos mil diecinueve.  

 

El veinticinco de enero de dos mil veintiuno, el Director  

emitió el oficio **********5, en el que dio a conocer a Asfaltos 

Técnicos de la Baja, S.A. de C.V. las observaciones derivadas de 

la revisión, que en esencia consistieron en que esa persona moral 

no enteró el pago del Impuesto Ambiental  y del Impuesto 

Adicional , y en que no presentó las declaraciones respectivas, 

por el periodo materia de revis ión.  

 

Además, en ese oficio el Director  otorgó a Asfaltos Técnicos 

de la Baja, S.A. de C.V. un plazo de veinte días hábiles para que 

presentara los documentos, l ibros o registros correspondientes 

con los que pudiera desvirtuar las observaciones realizadas.  

 

El dos de marzo de dos mil veintiuno, Asfaltos Técnicos de la 

Baja, S.A. de C.V. presentó ante el Director  su escrito de 

contestación a las observaciones,  en el que esencialmente alegó 

que contaba con un Título de Concesión Minera expedido por el 

Director General de Minas de la Secretaría de Economía, con 

vigencia de noviembre de dos mil  doce a noviembre de dos mil 

sesenta y dos, mediante el cual se le otorgó permiso para la 

extracción de la mina en el Estado.  
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En palabras de Asfaltos Técnicos de la Baja, S.A. de C.V., al 

ser la Federación quien le otorgó el permiso, se encontraba 

cumpliendo con las obligaciones f iscales federales derivadas de 

él, por lo que estimaba encontrarse en un “proceso de doble 

tributación”, refir iéndose a la revis ión fiscal que inició el Director . 

 

Posteriormente, el veintitrés de junio de dos mil veintiuno el 

Director  emit ió la resolución , en la que expuso lo siguiente:  

 

1) Que la persona moral omitió enterar el pago del Impuesto 

Ambiental y del Impuesto Adicional  previstos en los art ículos 9 de 

la Ley de Ingresos de dos mil diecisiete y dos mil dieciocho, y 

art ículo 152 de la Ley de Hacienda ,  respectivamente; 

 

2) Que por el lo procedía determinar presuntivamente el 

crédito fiscal esos impuestos por el periodo materia de revisión, y 

realizó los cálculos para determinarlos en cantidad l íquida; y  

 

3) Que con motivo de esa omisión lo conducente era 

determinar los recargos correspondientes y la imposición de una 

multa. 

 

Inconforme con esa resolución , Asfaltos Técnicos de la Baja, 

S.A. de C.V. promovió el presente juicio contencioso 

administrativo. 

 

QUINTO. Estudio de la controversia. 

 

La parte actora planteó diversos motivos de inconformidad 

en su escrito inicial de demanda, mediante los cuales combatió 

la inconstitucionalidad de diversos artículos, la incompetencia 

del Director  para emitir la resolución , y la ausente, insuficiente e 

indebida fundamentación y motivación de la resolución .  

 

Debido a que tales motivos de inconformidad están 

expuestos en diferentes apartados de la demanda, este Juzgador 

realizará el estudio de los puntos de hecho y de derecho 

controvert idos por las partes en un orden lógico, a partir  de los 

temas que se proponen a continuación: 

 

1.  Inconstitucionalidad de los art ículos aplicados . 

 

2.  La no realización de los hechos que sustentaron la 

resolución .  

 

3.  Indebida fundamentación y motivación de la resolución .  

 

4.  Insuficiente motivación de la resolución .  
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Lo anterior a efecto de facil itar el análisis de la presente 

controversia.  

 

1. Inconstitucionalidad de los artículos aplicados . 

 

En su demanda, la parte actora planteó la 

inconstitucionalidad de los s iguientes artículos:  

 

a)  Artículo 9 de la Ley de Ingresos para el ejercicio f iscal del 

dos mil diecis iete y del dos mil dieciocho,  que establece 

el Impuesto Ambiental , por invasión a la esfera 

competencial de la Federación.  

 

b)  Artículo 46 Bis del Código Fiscal ,  por contemplar una 

multa excesiva que implica una pena confiscatoria.  

 

c) Los artículos 152 a 155 de la Ley de Hacienda  y 8 de la Ley 

de Ingresos  para el ejercicio fiscal dos mil diecisiete y dos 

mil dieciocho, por violar el principio de proporcionalidad 

tributaria contenido en la fracción IV del artículo 31 de la 

Constitución Federal.  

 

d) Artículo 9 de la Ley de Ingresos para el ejercicio f iscal del 

dos mil diecisiete y del dos mil dieciocho, por tratarse de 

un impuesto confiscatorio.  

 

e)  Artículo 9 de la Ley de Ingresos para el ejercicio f iscal del 

dos mil diecisiete y del dos mil dieciocho, por imponer 

contribuciones de carácter meramente recaudatorio.  

 

f)  Artículo 9 de la Ley de Ingresos para el ejercicio f iscal del 

dos mil diecis iete y del dos mil dieciocho, por regular un 

impuesto que ya está regulado por la Federación, 

resultando en una doble tr ibutación.  

 

g)  Artículo 8 de la Ley de Ingresos para el ejercicio f iscal del 

dos mil diecis iete y del dos mil dieciocho,  que establece 

el Impuesto Adicional , por no disponer la situación fáctica 

cuya realización genere las consecuencias de derecho.  

 

h)  Artículo 8 de la Ley de Ingresos para el ejercicio f iscal del 

dos mil  diecisiete y del dos mil  dieciocho, por no ser 

proporcional ni equitativo al establecer una tasa del 35%.  

 

i)  Artículo 152 de la Ley de Hacienda , por no establecer con 

claridad quiénes son los sujetos obligados a pagar el 

Impuesto Adicional  y carecer de una conducta gravable.  
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j)  Artículo 37 de la Ley de Ingresos , por no establecer la tasa 

anual que exige el artículo 27 del Código Fiscal .  

 

k)  Artículo 37 de la Ley de Ingresos  y 27 del Código Fiscal , 

por no establecer el “esquema”  para realizar el cálculo 

de los recargos.  

 

Pues bien, del análisis de los planteamientos expuestos por 

la parte actora en relación con la inconstitucionalidad de los 

art ículos identificados con los incisos d) al k), este Juzgador 

advierte que están encaminados a impugnar dichos art ículos de 

tal manera, que el tema de su inconstitucionalidad constituye en 

gran medida parte de la l it is.  Basta la propia lectura de esos 

argumentos, visibles en fojas 39, 59, 60  y 65, para dar cuenta de 

esa circunstancia, pues el demandante expresamente refir ió que 

impugnaba esos artículos dado que su redacción es 

incongruente.  

 

Por el lo, los planteamientos referidos en los incisos d) al k) 

son inoperantes, porque la inconstitucionalidad de una norma, 

planteada por s i misma como parte integral de la l i t is , no es el 

objeto de control del juicio contencioso administrativo , si no que 

constituye el ejercicio de control concentrado que corresponde 

exclusivamente a los órganos del Poder Judicial de la 

Federación. 

 

Sirve como apoyo a lo anterior por las consideraciones que 

la integran, la tesis de jurisprudencia 2a./J. 16/2014 (10a.), de la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Just icia de la Nación, con 

número de registro digital 2006186, publicada en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Abri l de 2014, Tomo 

I, página 984, de rubro y texto s iguientes:  

 

CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO.  

 

Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y 133 de la 

Constitución Pol ít ica de los Estados Unidos Mexicanos, las 

autoridades jur isdiccionales ordinarias, para hacer respetar 

los derechos humanos establecidos en la propia Constitución 

y en los tratados internacionales de los que el Estado 

Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo 

que constituye un control difuso de su constitucionalidad y 

convencionalidad, también lo es que subsiste el control 

concentrado de const itucionalidad y convencionalidad de 

leyes, cuya competencia corresponde en exclusiva al Poder 

Judicial de la Federación, a través del juicio de amparo, las 

controversias constitucionales y las acciones de 

inconst itucional idad. La diferencia entre ambos medios de 

control (concentrado y difuso), estr iba en que, en el primero, 
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la competencia específ ica de los órganos del Poder Judicial 

de la Federación encargados de su ejercicio es precisamente 

el anális is de constitucional idad y convencionalidad de leyes,  

por tanto, la controversia consiste en determinar s i la 

disposición de carácter general impugnada expresamente es 

o no contraria a la Constitución y a los tratados 

internacionales, exist iendo la obl igación de analizar los 

argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en 

cambio, en el segundo (control difuso) el tema de 

inconst itucional idad o inconvencionalidad no integra la l it is,  

pues ésta se l imita a la materia de legalidad y, por ello, el 

juzgador por razón de su función, prescindiendo de todo 

argumento de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora 

bien, en el juicio contencioso administrativo, la competencia 

específ ica del Tr ibunal Federal de Justic ia Fiscal y 

Administrativa es en mater ia de legalidad y, por razón de su 

función jur isdiccional, este tr ibunal puede ejercer control 

difuso; s in embargo, s i el actor formula conceptos de nulidad 

expresos, sol icitando al tr ibunal administrativo el ejercicio del 

control difuso respecto de determinada norma, de exist i r  

coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y 

el cr iter io del tr ibunal, éste puede inaplicar la disposición 

respectiva, expresando las razones jur ídicas de su decisión, 

pero si considera que la norma no tiene méritos para ser 

inapl icada, bastará con que mencione que no advirt ió 

violación alguna de derechos humanos, para que se estime 

que realizó el  control difuso y respetó el principio de 

exhaust ividad que r ige el dictado de sus sentencias, s in que 

sea necesario que desarrolle una justif icación jur ídica 

exhaust iva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos 

del actor, pues además de que el cont rol difuso no forma 

parte de su l it is  natural,  obl igar lo a realizar el estudio 

respectivo convierte este control en concentrado o directo, y 

transforma la competencia genérica del tr ibunal 

administrativo en competencia específ ica. Así,  s i en el juicio 

de amparo se aduce la omisión de estudio del concepto de 

nul idad relativo al ejercicio de control difuso del tr ibunal 

ordinar io, el juzgador debe declarar ineficaces los conceptos 

de violación respectivos, pues aun cuando sea cierto que la 

Sala responsable fue omisa, tal proceder no amerita que se 

conceda el amparo para que se dicte un nuevo fallo en el 

que se ocupe de dar respuesta a ese tema, debido a que el 

Poder Judicial de la Federación tiene competencia primigenia 

respecto del control de constitucionalidad de normas 

generales y, por ello, puede abordar su estudio al dictar 

sentencia. Si,  además, en la demanda de amparo se aduce 

como concepto de violación la inconst itucional idad o 

inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará declarar 

inoperantes los conceptos de violación relacionados con el 

control difuso y analizar los conceptos de violación 

enderezados a combatir la constitucional idad y 

convencionalidad del precepto en el s istema concentrado.  

 

Ahora bien, respecto de los planteamientos expuestos por 

la parte actora en relación con la inconstitucionalidad de los 

art ículos identif icados con los incisos a) , b) y c), este Juzgador 

advierte que lo que pretende es que se ejerza el control difuso 
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de constitucionalidad, planteamientos que enseguida se 

reseñan: 

 

a) Inconstitucionalidad del artículo 9 de la Ley de Ingresos 

para el ejercicio fiscal del dos mil diecisiete y del dos mil 

dieciocho, por invasión a la esfera competencial de la 

Federación. 

 

La parte actora señaló que el art ículo 9 de la Ley de Ingresos 

para el ejercicio fiscal del dos mil diecisiete y del dos mil 

dieciocho que prevé el Impuesto Ambiental  es inconstitucional, 

pues a su juicio, ese artículo invade la esfera competencial de la 

federación respecto de la regulación de las contr ibuciones en 

materia de minería, que considera le es exclusiva, en términos del 

art ículo 731, fracciones X y XXIX, de la Constitución Federal .  

 

Por ello, denunció que la autoridad demandada es 

incompetente para aplicar el artículo 9 de la Ley de Ingresos  

para el ejercicio f iscal del dos mil diecis iete y dos mil  dieciocho, 

en virtud de que el Impuesto Ambiental  es competencia exclusiva 

de la Federación, y solicitó su inaplicación. 

 
1 “Art .  73 . -  E l  Congreso t iene facu l tad:  

 

(…)  

 

X . -  Para leg i s la r  en toda la  Repúbl ica sobre h idrocarburos ,  miner ía ,  sus tancias  qu ímicas ,  

exp los ivos ,  p i rotecn ia,  indust r ia  c inematográf ica,  comercio ,  juegos con apuestas  y  sor teos ,  

in te rmediación y  se rv ic ios  f inancie ros ,  energ ía  e léct r ica y  nuclear  y  para  expedi r  las  leyes  

de l  t rabajo reglamentar ias  de l  a r t ícu lo  123.  

 

(…)  

 

XX IX . -  Para estab lecer  cont r ibuciones :  

 

1º . -  Sobre  e l  comercio  ex ter io r ;  

 

2º . -  Sobre  e l  aprovechamiento y  exp lotación de lo s  recursos  natura les  comprendidos  en los  

pár rafos  4º  y  5º  de l  a r t ícu lo  27;  

 

3º . -  Sobre  ins t i tuciones  de crédi to  y  sociedades de seguros ;  

 

4º . -  Sobre  se rv ic ios  públ i cos  conces ionados o exp lotados d i rectamente por  la  Federación;  

y  

 

5º . -  E specia les  sobre :  

 

a) . -  Energ ía  e léct r ica;  

 

b) . -  P roducción y  consumo de tabacos labrados;  

 

c) . -  Gaso l ina y  ot ros  productos  der ivados de l  pet ró leo;  

 

d) . -  Cer i l los  y  fós fo ros ;  

 

e) . -  Aguamie l  y  p roductos  de su  fe rmentación;  y  

 

f ) . -  E xp lotación fo resta l ;  

 

g) . -  P roducción y  consumo de cerveza.  

 

Las  ent idades federat ivas  part ic iparán en e l  rendimiento de estas  cont r ibuciones  

especia les ,  en la  proporción que la ley  secundar ia  federa l  determine.  Las  leg i s latu ras  

loca les  f i ja rán e l  porcenta je  cor respondiente a los Munic ipios ,  en sus  ingresos  por  conc epto 

de l  impuesto sobre  energ ía  e léct r ica .  

 

(…)”  
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b) Inconstitucionalidad del artículo 46 Bis del Código Fiscal ,  

por contemplar una multa excesiva que implica una pena 

confiscatoria.  

 

Al respecto, razonó que el art ículo 46 Bis del Código Fiscal  

es inconstitucional, pues estima que contempla una medida 

excesiva no justificable al contemplar como multa mínima el 70% 

de las contribuciones omitidas, lo que a su juicio vulnera el 

art ículo 22 de la Constitución Federal , el cual prevé la prohibición 

de las multas excesivas.  

 

Por ese motivo, solicitó la inaplicación del art ículo 46 Bis del 

Código Fiscal , pues considera que la imposición de la multa en 

su perjuicio por el monto de $3,551,995.77 pesos mexicanos, se 

traduce en una sanción trascendental .  

 

c) Inconstitucionalidad de los artículos 152 a 155 de la Ley 

de Hacienda  y 8 de la Ley de Ingresos  para el ejercicio fiscal dos 

mil diecisiete y dos mil dieciocho, por violar el principio de 

proporcionalidad tributaria contenido en la fracción IV del 

artículo 31 de la Constitución Federal.  

 

Para el demandante, dichos art ículos violan sus derechos 

humanos en virtud de que esa contr ibución –el Impuesto 

Adicional–  no grava manifestación de r iqueza si no otros 

impuestos o derechos.  

 

En ejercicio del control difuso sol icitado, este Juzgado no 

advierte violación alguna de derechos humanos, corroborado 

ello con lo resuelto por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, en la acción de inconstitucionalidad 107/2020, 

respecto al tema aquí planteado.  

 

Con lo anterior,  se estima realizado el control difuso y 

respetado el principio de exhaustividad que rige el dictado de 

sentencias, sin necesidad de desarrollar mayor justificación 

jur ídica en ese sentido.  

 

Lo anterior, conforme a lo resuelto en la contradicción de 

tesis 336/2013 por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en la que precisó que es factible que en el  

juicio de nulidad el actor formule argumentos en los que solicite 

al juzgador que ejerza control difuso respecto de una norma 

determinada. 

 

Que cuando se trata del ejercicio del control difuso, si bien 

se autoriza a las autoridades jur isdiccionales a realizar un análisis 
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de constitucionalidad o de convencionalidad de normas, tal 

estudio es ajeno a la l it is ordinaria, por lo que, en el caso de 

considerar que la ley no es contraria a la Constitución ni a los 

tratados internacionales en materia de derechos humanos, no 

puede exigirse al juzgador que desarrolle toda una just if icaci ón 

en ese sentido, pues esto equivale a convertir el control difuso en 

control concentrado de constitucionalidad; y sólo en los casos 

en que, motu proprio, considere la necesidad de inaplicar una 

norma de jerarquía inferior, podrá hacerlo.  

 

Por tanto, ya que el control difuso no forma parte de la l it is  

natural del juicio contencioso administrativo, lo manifestado es 

suficiente en el presente asunto para cumplir con el ejercicio 

solicitado, de conformidad con la tesis de jurisprudencia 2a./J. 

16/2014 (10a.) de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, derivada de la contradicción de tesis antes 

referida, con número de registro digital: 2006186, de rubro:  

“CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO” , reproducida en párrafos anteriores.  

 

2. La no realización de los hechos que sustentaron la 

resolución .  

 

La parte actora expresó cinco motivos de inconformidad 

que están conformados por las razones de hecho con las que 

sustenta, en esencia, que no se le debió determinar el crédito 

fiscal por no ser sujeto obligado al pago del Impuesto Ambiental .  

 

Esos motivos de inconformidad se resolverán en conjunto , 

en virtud de que se l legará a la misma conclusión, y a efecto de 

plasmar en un solo apartado las consideraciones que le dan 

soporte. 

 

Así, la parte actora señaló que no encuadra en la hipótesis 

del artículo 9 de la Ley de Ingresos  para el ejercicio f iscal dos mil  

diecisiete y dos mil dieciocho, pues este establece que el objeto 

del Impuesto Ambiental  es la extracción y aprovechamiento de 

materiales pétreos no reservados a la Federación, sin embargo 

los materiales pétreos que explota son a consecuencia del Título 

de Concesión Minera que expidió en su favor la Secretaría de 

Economía, de modo que el material que explota es de 

competencia federal.  

 

Manifestó que es indebida la determinación del crédito 

fiscal por los veinticuatro meses que fueron materia de revisión, 

porque tuvo como base gravable la cantidad de 46,750.32 m 3 de 

materiales pétreos extraídos mensualmente, lo que en sus 
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palabras “es imposible y absurdo que durante 24 meses seguidos 

se haya extraído esa cantidad de manera constante” .  

 

Expuso que es i legal que se le cobre el Impuesto Ambiental  

en virtud de que realizó el pago de “los derechos federales por 

la misma conducta fáctica”, lo cual considera una doble 

tributación en su perjuicio.  

 

En relación con lo anterior, denunció que el cobro del 

Impuesto Ambiental  y el cobro del Impuesto Adicional  provoca 

una doble y triple tributación, porque ya cubrió el pago de 

impuestos y derechos federales, circunstancia que está prohibida 

por el artículo 31, fracción IV de la Constitución Federal .  

 

Los motivos de inconformidad son inoperantes, pues la parte 

actora no ofreció medio de prueba alguna para acreditar esta 

afirmación. 

 

De conformidad con los artículos 66, fracción VII; 67, 

fracción V; y 96 de la Ley del Tribunal ,  así como 277 del Código 

de Procedimientos Civi les para el Estado de Baja California, de 

aplicación supletoria, se advierte que en el juicio contencioso 

administrativo ante este Tr ibunal  corresponde al actor probar los 

hechos constitutivos de su acción y al demandado sus 

excepciones.  

 

Lo anterior se deduce de la obligación de la parte actora 

de ofrecer pruebas en su escrito de demanda, así como anexar 

las pruebas documentales que ofrezca, siendo admisibles toda 

clase de pruebas (excepto las de posiciones y la declaración de 

parte, cuando sean a cargo de las autoridades).  

 

En ese sentido, la parte interesada en demostrar un punto 

de hecho debe aportar la prueba conducente, pues de lo 

contrario sus afirmaciones carecen de fundamento. 

 

En el caso, la parte actora debió ofrecer medios de prueba 

con los que pudiera acreditar:  

 

1) Que los materiales pétreos cuyo volumen de extracción 

el Director  tomó en consideración como base gravable para la 

determinación del crédito f iscal  son aquellos de competencia 

exclusiva de la Federación, y no así  los previstos en el artículo 9 

de la Ley de Ingresos  para el ejercicio f iscal dos mil diecisiete y 

dos mil dieciocho;  

 

2) Que la cantidad de materiales pétreos que extrajo 

mensualmente por el periodo materia de revisión fue distinta a la 
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que el Director  tomó como base gravable para la determinación 

del crédito f iscal; y  

 

3) Que sobre esa cantidad extraída que corresponde a 

materiales distintos a los referidos en el citado artículo 9, y por el 

mismo periodo que fue materia de revisión, pagó contribuciones 

federales.  

 

Sin embargo, únicamente ofreció como medios de prueba 

los siguientes:  

 

• Copia cert if icada de la Escritura Pública **********6 del 

Volumen **********6, Folio **********6, de fecha treinta de 

junio de dos mil diez, del acta constitutiva de la sociedad 

Asfaltos Técnicos de la Baja, S.A. de C.V.  

 

• Copia certificada del Título de Concesión Minera número 

241151, expedido por la Secretaría de Economía.  

 

• Original de la resolución .  

 

• Original del citatorio de fecha veintiocho de junio de dos 

mil veintiuno, relativo a la di l igencia de notificación de la 

resolución .  

  

• Copia al carbón de la constancia de notif icación de la 

resolución , de fecha veintinueve de junio de dos mil  

veintiuno. 

 

• Expediente administrativo formado con motivo de la 

resolución .  

 

Como puede observarse, ninguno de esos medios de 

prueba acredita las razones de hecho señaladas por el actor, de 

ahí la inoperancia de sus motivos de inconformidad.  

 

3. Indebida fundamentación y motivación de la resolución .  

 

La parte actora expresó cuatro motivos de inconformidad 

relacionados con vicios de fondo de la propia resolución , mismos 

que se analizan a continuación:  

 

a) Señaló que el Director  no está facultado para allegarse 

de información de la Secretaría de Economía Sustentable  de Baja 

California ni a tomar como base gravable del Impuesto 

Ambiental  la información obtenida, porque se desvía del 

principio de legalidad tributaria, ya que todos los elementos de 

un impuesto deben estar precisados en la ley fiscal y no 
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complementarse con informes de autoridades estatales, los 

cuales son alterables y poco confiables, aunado a que es falso 

que haya extraído 794,753.43 m 3 de materia pétrea.  

 

El motivo de inconformidad es infundado.  El Director sí está 

facultado para solicitar información a las autoridades f iscales 

para el ejercicio de sus facultades de comprobación . 

 

El artículo 95, fracción VI, del Código Fiscal  dispone lo 

siguiente: 

 

“ARTICULO 95. -  Las autoridades f iscales para determinar: las 

contr ibuciones omitidas o créditos f iscales; cerciorarse que los 

contr ibuyentes, responsables sol idarios o terceros 

relacionados con ellos han cumplido con las disposiciones 

f iscales; comprobar la comisión de delitos y de infracciones a 

dichas disposiciones; así como proporcionar información a 

otras autor idades f iscales, están facultadas para:  

 

(…)  

 

VI.-  Recabar de los funcionar ios públicos y de los fedatarios,  

los informes y datos que posean con motivo de sus funciones 

así como de aquellos relacionados con el cumplimiento de las 

disposiciones f iscales.  

 

(…)”  

 

Por su parte, el art ículo 12, fracción VII, del Reglamento 

Inter ior del Servicio de Administración Tributaria de Baja 

California prevé lo siguiente:  

 

“ARTICULO 12. -  Los Directores además de las facultades que 

les confieren la Ley y otros artículos de este Reglamento, 

tendrán las s iguientes facultades y obligaciones:  

 

(…)  

 

VI I .  Solicitar a las Dependencias Federales, Estatales, 

Municipales y fedatarios públicos,  los datos, informes y 

documentos necesarios para comprobar el cumplimiento de 

obl igaciones f iscales estatales y federales en los términos del 

Convenio, así como de la legis lación Federal y Estatal 

aplicable;  

 

(…)”  

 

Así, contrario a lo manifestado por la parte actora, el 

Director  s í estaba facultado para requerir información a la 

Secretaría de Economía Sustentable de Baja California a efecto 

de ejercer sus facultades de comprobación. 
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b) Manifestó que la autoridad demandada incluyó los meses 

de enero a marzo de dos mil diecinueve, periodo fiscal que no 

estaba sujeto a revisión, pues únicamente los periodos del 2017 y 

2018 estaban sujetos a revisión, lo cual es un abuso de autoridad 

e i legal.  

 

El motivo de inconformidad es inoperante, porque parte de 

premisas falsas.  

 

En efecto, de la lectura de la resolución , la cual obra en 

autos a foja 104, se observa que el Director  realizó la 

determinación del crédito fiscal del Impuesto Ambiental y del 

Impuesto Adicional ,  así como de los recargos,  únicamente por el 

periodo del uno de enero al treinta y uno de diciembre de dos 

mil diecis iete, y del uno de enero al treinta y uno de diciembre 

de dos mil dieciocho. 

 

Lo anterior puede darse cuenta con la lectura de las 

páginas 14, 15, 16, 18, 19 y 20 de la resolución ,  en las cuales el 

Director realizó un desglose mensual de cada una de las 

contribuciones omitidas, que comprende los meses de enero a 

diciembre de dos mil diecisiete y de enero a diciembre de dos 

mil dieciocho, y ninguno de esos desgloses prevé mes alguno del 

año dos mil diecinueve.  

 

c) Afirmó que los art ículos 99, 100 y 104 del Código Fiscal  no 

son aplicables al caso, ya que no aconteció supuesto alguno de 

los previstos en el referido artículo 99 para l levar a cabo la 

determinación presuntiva del crédito fiscal, por lo que la 

autoridad demandada estaba impedida para realizarla.  

 

El motivo de inconformidad es infundado. La autoridad 

demandada no estaba impedida para determinar 

presuntivamente el crédito f iscal.  

 

El art ículo 992 del Código Fiscal  prevé que la determinación 

presuntiva de contribuciones tiene lugar cuando la autoridad no 

 
2 “ART ICULO 99. -  Las  autor idades f i sca les  podrán determinar  presunt ivamente e l  va lor  de 

los  actos  o  act iv idades por  los  que deban pagar  cont r ibuciones ,  cuando:  

 

I . -  Se  opongan u  obstacul icen la  in ic iación o desar ro l lo  de las  facu l tades  de comprobación 

de las  autor idades f i scales ;  u  omi tan presentar  t res  o  más declaraciones  mensuales  de 

cualqu ie r  cont r ibución,  hasta e l  momento en que se  in ic ie  e l  e je rc ic io  de dicha s  facu l tades  

y  s iempre que haya vencido e l  p lazo para la  presentación de las  declarac iones .  

 

I I . -  No presenten los  l ib ros  y  regi s t ros  de contabi l i dad,  la  documentación comprobator ia  de 

más de 5% de a lgunos  de los  conceptos  de las  declaraciones ,  o  no proporcionen los  

in formes re lat ivos  a l  cumpl imiento de las  d i spos ic iones  f i sca les .  

 

I I I . -  Se  dé a lguna de las  s igu ientes  i r regu lar idades:  

 

A) . -  Omis ión de l  reg i s t ro  de operaciones ,  ingresos  o  compras ,  por  más de 5% sobre  los  

declarados en un per íodo de doce meses .  

 

B ) . -  Regi s t ro  de compras ,  gastos  o  se rv ic ios  no rea l i zados  o no recib idos .  
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está en aptitud de conocer con veracidad las operaciones 

realizadas por el contribuyente. 

 

En el caso, dicha determinación derivó de la omisión del 

contribuyente aquí demandante de allegar los documentos e 

información que le fueron solicitados, lo cual hizo constar de 

manera muy clara la autoridad en la  resolución administrativa .  

 

Ante tal actitud omisiva por parte del contribuyente es 

dable colegir que la autoridad actuó de manera correcta, pues 

estaba en aptitud de efectuar la determinación presuntiva , para 

lo cual uti l izó como sustento la información proporcionada por la 

Secretaría de Economía Sustentable y Turismo del Gobierno del 

Estado de Baja California en la que consta el volumen y cantidad 

de metros cúbicos de materiales pétreos extraídos y 

aprovechados por el contr ibuyente, en el año dos mil diecisiete 

y dos mil dieciocho. 

 

d) El  demandante señaló que el art ículo 8 de la Ley de 

Ingresos  para el ejercicio fiscal dos mil  diecisiete y dos mil 

dieciocho, que establece el Impuesto Adicional , no contempla 

que los sujetos de ese impuesto sean los contr ibuyentes obligados 

al pago del Impuesto Ambiental , de modo que al no 

contemplarlo, estima que no está obligado a pagar el Impuesto 

Adicional .  

 

El motivo de inconformidad es infundado. La parte actora sí  

es sujeto al pago del Impuesto Adicional .  

 

Los artículos 152 a 156 de la Ley de Hacienda , contemplan 

establecen y regulan el Impuesto Adicional :  

 

“ARTICULO 152. -  Son objeto del Impuesto Adicional para la 

Educación Media y Superior, los impuestos y derechos que se 

causen conforme a las leyes f iscales del Estado. No se pagará 

el Impuesto cuando se origine de aquellos que se encuentren 

suspendidos.  

 

ARTICULO 153.- La base gravable de este impuesto será el 

importe de los impuestos y derechos que se causen.  

 

ARTICULO 154.- Este Impuesto se causará conforme la tasa que 

fi je la Ley de Ingresos del Estado y se pagará en el momento 

en que se cubran las prestaciones f iscales, enterándolo en la 

Recaudación de Rentas correspondiente.  

 

ARTICULO 155.- Son sujetos de este impuesto, quienes causen 

los impuestos y derechos a que se refiere el Artículo 152.  

 

 
 

IV . -  Se  advie r tan ot ras  i r regu lar idades en su  contabi l idad que impos ib i l i ten e l  conocimiento 

de sus  operaciones .”  
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Para efectos de su causación, tratándose del Impuesto sobre 

Servicios de Hospedaje, en cuanto a las retenciones a cargo 

de terceros, no se pagará este impuesto adicional, ni tendrán 

responsabil idad solidaria, aquellos que presten los servicios de 

hospedaje de conformidad a lo previsto en los términos de los 

Artículos 131 y 132 de esta Ley.  

 

ARTICULO 156.- No causarán este Impuesto:  

 

I . -  Los derechos de registro de escrituras relativas a créditos 

hipotecarios, refaccionarios o de habil itación o avío,  

destinados a activ idades agropecuarias.  

 

I I . -  El Impuesto sobre compraventa de algodón.  

 

I I I . -  Los Impuestos a cargo de los ejidatarios.  

 

IV.- El Impuesto sobre venta de primera mano de gasolina y 

derivados del petróleo dest inados al consumo del Estado.  

 

V.- El Impuesto sobre Servicios de Hospedaje;  

 

VI.-  El Impuesto Sobre Actividades Mercanti les e Industr iales 

solo por lo que se declare exento en el Artículo 56, de esta 

Ley. 

 

VII . -  Los derechos que se causen por los servicios prestados  

por los Organismos Descentralizados del Estado respecto de 

los cuales se pague el Impuesto al Valor Agregado.  

 

VII I . -  El Impuesto Sobre Profesiones y Ejercicios Lucrativos.”  

 

Si bien es cierto que el art ículo 8 de la Ley de Ingresos  para 

el ejercicio fiscal dos mil diecisiete y dos mil dieciocho no dispone 

el sujeto del Impuesto Adicional , también lo es que los artículos 

155 y 156 de la Ley de Hacienda  s í lo hacen, pues el 155 prevé 

que quienes causen los impuestos y derechos referidos en el 152 

–esto es, aquellos que se causen conforme a las leyes fiscales del 

Estado– son sujetos del Impuesto Adicional ,  y el 156 prevé las 

excepciones, sin que se advierta que este numeral contemple el 

Impuesto Ambiental .  

 

Así, s i el demandante está obligado al pago del Impuesto 

Ambiental , el cual constituye un impuesto previsto en una ley 

fiscal del Estado – la Ley de Ingresos– y no está contemplado 

como caso de excepción en el artículo 156 de la Ley de 

Hacienda , es evidente que en términos de ese numeral y del 155 

de ese mismo ordenamiento legal, sí es sujeto del Impuesto 

Adicional .  

 

4. Ausencia de motivación de la resolución .  

 

La parte actora expuso que el Director  no precisó qué tipo 

de material pétreo es el que extrajo, por ejemplo, si extrajo  
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arena, piedra, grava, arci l la, en fin, no precisó en qué consistió 

la conducta que se le atribuyó y que sirvió de sustento para 

determinar la base gravable del Impuesto Ambiental -esto es, el 

volumen mensual de materiales pétreos extraídos por un total de 

794,753.43 m3-, lo cual lo deja en estado de indefensión para 

controvert ir la resolución .  

 

No obstante que el demandante controvierte la ausencia 

de motivación del acto impugnado, este Juzgador invoca de 

oficio la causal de nulidad prevista en el artículo 108, fracción III,  

de la Ley del Tribunal , pues la resolución  se emitió con sustento 

en el oficio de observaciones de fecha veinticinco de enero de 

dos mil veintiuno, el cual adolece de un vicio de forma, lo que 

en consecuencia afectó las defensas del part icular y trascendió 

al sentido de la resolución.  

 

El artículo 16 de la Constitución Polít ica de los Estados 

Unidos Mexicanos impone a las autoridades la obligación de 

fundar y motivar sus determinaciones.  

 

Además, existen diversos criterios de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación que definen con mayor claridad qué se 

entiende por fundamentación y motivación, como la tesis de 

jur isprudencia con número de registro 238212, que explica que la 

fundamentación consiste en señalar los artículos aplicables al 

caso, y la motivación implica exponer con precisión las 

circunstancias especiales, razones particulares o causas 

inmediatas que la autoridad haya tomado en consideración para 

emitir el acto:  

 

FUNDAMENTACION Y MOTIVACION.   

 

De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal,  todo 

acto de autor idad debe estar adecuada y sufic ientemente 

fundado y motivado, entendiéndose por lo pr imero que ha de 

expresarse con precis ión el precepto legal apl icable al caso 

y, por lo segundo, que también deben señalarse, con 

precis ión, las circunstancias especiales, razones particulares o 

causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para 

la emisión del acto; s iendo necesario, además, que exista 

adecuación entre los motivos aducidos y las normas 

aplicables, es decir,  que en el caso concreto se configuren las 

hipótesis normativas.  

 

Además, este Juzgado comparte el criterio sostenido en la 

tesis de jurisprudencia I .4o.A. J/43  del Cuarto Tribunal Colegiado 

en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicado con 

número de registro digital: 175082  en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta,  en el cual se explica que el objetivo de 

esa obligación constitucional es explicar, just if icar y posibil i tar la 
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defensa a los part iculares, así como para comunicarles la 

decisión: 

 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA 

GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, 

JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA 

DECISIÓN.   

 

El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el 

artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y 

motivación t iene como propósito pr imordial y rat io que el 

justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la 

autoridad, lo que se t raduce en darle a conocer en detalle y 

de manera completa la esencia de todas las circunstancias y 

condiciones que determinaron el acto de voluntad, de 

manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder 

cuestionar y controvert ir  el mérito de la dec isión, 

permit iéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no 

basta que el acto de autoridad apenas observe una 

motivación pro forma pero de una manera incongruente, 

insuf iciente o imprecisa, que impida la f inal idad del 

conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es 

válido exigir le una amplitud o abundancia superflua, pues es 

suficiente la expresión de lo estr ictamente necesario para 

explicar, justif icar y posibi l i tar la defensa, así como para 

comunicar la decisión a efecto de que se considere 

debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos 

relevantes para decidir,  citando la norma habil itante y un 

argumento mínimo pero sufic iente para acreditar el 

razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia 

lógica de los hechos al derecho invocado, que es la 

subsunción.  

 

En el caso concreto, obra en autos a foja 202 el oficio de 

observaciones de fecha veinticinco de enero de dos mil 

veintiuno, en el cual el Director  señaló las irregularidades que 

observó en la revisión f iscal hecha a la parte actora.  

 

En ese oficio, el Director expuso que el demandante no 

proporcionó de manera completa los documentos que le había 

requerido para el ejercicio de sus facultades de comprobación, 

por lo que a efecto de verificar el cumplimiento de la parte 

actora de sus obligaciones fiscales, obtuvo información de la 

Secretaría de Economía Sustentable y Turismo de Baja California, 

respecto del volumen extraído en metros cúbicos de materiales 

pétreos por el periodo materia de revisión.  

 

Sin embargo, esa motivación es insuficiente para explicar, 

just if icar y posibil i tar la defensa del particular, ya que el Director 

se l imitó a señalar que por el periodo materia de revis ión la parte 

actora extrajo un volumen total de 794,755.43m 3 de materiales 

pétreos, sin precisar cuáles materiales son los que conforman ese 

volumen. 
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Lo anterior es relevante para el caso, pues como se señaló 

en el estudio del art ículo 9 de la Ley de Ingresos  para el ejercicio 

fiscal de dos mil  diecis iete y dos mil dieciocho, este delimita 

cuáles son los materiales que serán el objeto del Impuesto 

Ambiental , excluyendo así los que están reservados a la 

Federación. 

 

En ese tenor, la omisión del Director  de precisar los 

materiales pétreos que conforman ese volumen extraído por el 

particular, impide a este su adecuada defensa, al no saber si la 

base gravable -los 794,755.43m3 de materiales pétreos extraídos - 

está conformada por el material que sí es objeto del Impuesto 

Ambiental  y por lo tanto susceptible de ser determinado y 

recaudado por las autoridades f iscales del Estado, o si está 

conformada por materiales pétreos que son exclusivos de 

regulación por la Federación.  

 

Así, se actualiza la causal de nul idad prevista en el art ículo 

108, fracción I I I ,  de la Ley del Tribunal ,  dado que la resolución 

está viciada de origen, pues se emitió con sustento en el oficio 

de observaciones de fecha veinticinco de enero de dos mil 

veintiuno  que, como ya se explicó, es i legal por vicios de forma, 

circunstancia que afectó las defensas del particular y trascendió 

al sentido de la resolución impugnada. 

 

Luego, lo conducente en el presente juicio es declarar la 

nulidad de la resolución ,  con fundamento en el art ículo 108, 

fracción I I I ,  de la Ley del Tribunal , por las consideraciones 

expuestas en el presente fallo.  

 

En mérito de lo anteriormente expuesto, resulta innecesario 

el estudio del resto de argumentos planteados por la parte 

actora, mediante los cuales combatió los recargos y la multa 

contenidos en la resolución , pues cualquiera que fuera el 

resultado de dicho estudio, no mejoraría el beneficio ya 

alcanzado. 

 

SEXTO. Efectos del fallo.  

 

En razón de que se actualizó el supuesto previsto en la 

fracción I I I  del art ículo 108 de la Ley del Tr ibunal , con fundamento 

en el artículo 109, fracción I I I ,  de la Ley del Tribunal ,  resulta 

procedente declarar la nul idad para efecto de que el Servicio 

de Administración Tributaria de Baja California  realice lo 

siguiente: 

 

1.  Deje insubsistente la resolución contenida en el oficio 

**********1 de veintitrés de junio de dos mil veintiuno, así 
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como todo lo actuado previo a su emisión desde el 

dictado del oficio de observaciones **********5 de fecha 

veinticinco de enero de dos mil veintiuno, incluyendo 

este. 

 

2.  Emita otro oficio de observaciones en el que subsane el 

vicio de motivación detectado, consistente en la 

precisión e identificación de los materiales pétreos que 

conforman el volumen de materiales pétreos extraído 

por el demandante. 

 

En mérito de todo lo anteriormente expuesto y fundado,  es 

de resolverse y se... 

 

R E S U E L V E:  

 

PRIMERO. Se declara la nul idad de la resolución contenida 

en el oficio **********1 de veintitrés de junio de dos mil veintiuno , 

que dictó el Director de Auditoría Fiscal del Servicio de 

Administración Tributaria de Baja California.  

 

SEGUNDO. Se condena al Servicio de Administración 

Tributaria de Baja California, a que a deje insubsistente la 

resolución contenida en el oficio **********1 de veintitrés de junio 

de dos mil veintiuno, así como todo lo actuado previo a su 

emisión desde el dictado del oficio de observaciones **********5 

de fecha veinticinco de enero de dos mil veintiuno , incluyendo 

este, y emita otro oficio de observaciones en el que subsane el 

vicio de motivación detectado, consistente en la precisión e 

identif icación de los materiales pétreos que conforman el 

volumen de materiales pétreos extraído por el demandante.  

 

Notifíquese a las partes mediante Boletín Jurisdiccional .  

 

Así lo resolvió Raúl Aldo González Ramírez, Primer Secretario de 

Acuerdos del Juzgado Primero del Tribunal Estatal de Just icia 

Administrativa de Baja California en funciones de Juez Titular por 

Ministerio de Ley en términos del artículo 12 de la Ley del Tr ibunal 

Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, según 

designación hecha mediante Acuerdo de Pleno de ocho de junio 

de dos mil veintitrés; y fi rma ante la presencia de  la Secretaria de 

Acuerdos, Mariela Ontiveros Ramírez , quien autoriza y da fe. 
RAGR/SVG
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“EL IMINADO:  Número de of ic io  de la  reso lución admin i s t rat iva ,  6  pár rafo(s)  con 6  

renglones ,  en fo jas  1 ,  2 ,  20  y  21 .  
Fundamento lega l :  a r t ícu l os  54 ,  99  de la  Ley  de  T ra nspare nc ia ,  Acceso  a  la  I n formac ión  

Púb l ica y  Aper tura  In s t i tuc iona l  para e l  e s tad o de Ba ja  Cal i fo rn ia ,  55 ,  59  de l  Re glamento  

en Mater ia  de  T ransparenc ia ,  Acceso a  la  I n f orma c ión Púb l ica y  P rotecc ión  de Da tos  

Per sona les  de l  T r ib una l  E s tata l  de  Jus t ic ia  Admin i s t ra t i va  de  Ba ja  Cal i fo rn ia .   

La  c la s i f icac ión de  la  in f ormac ión  como conf idenc ia l  se  rea l i za  en  v i r tud  de q ue  e l  

p resente  documento  cont i ene da tos  per sona le s  y/o datos  pe r sona les  sens ib les ,  los  cua le s  

conc ie rnen  a  una  per sona f í s ica ide nt i f icada  e  i dent i f icab le ,  por  lo  que no p ued e  

d i fund i r se ,  p ub l icar se  o  dar se  a  conocer ,  s i n  e l  conse nt imiento de  su  t i tu la r ,  de  

conformidad con lo s  p r i nc ip ios  de l ic i tud ,  f i na l ida d,  lea l ta d,  c onsent imie nto,  ca l idad ,  

p roporc iona l idad ,  in form ac ión y  re sponsab i l idad  en  e l  t ra tamiento  de  lo s  da tos  

per sona le s .”  

“EL IMINADO:  Número de of ic io ,  1  pár rafo(s)  con 1  renglones ,  en fo ja 3 .  
Fundamento lega l :  a r t ícu l os  54 ,  99  de la  Ley  de  T ra nspare nc ia ,  Acceso  a  la  I n formac ión  

Púb l ica y  Aper tura  In s t i tuc iona l  para e l  e s tad o de Ba ja  Cal i fo rn ia ,  55 ,  59  de l  Re glamento  

en Mater ia  de  T ransparenc ia ,  Acceso a  la  I n f orma c ión Púb l ica y  P rotecc ión  de Da tos  

Per sona les  de l  T r ib una l  E s tata l  de  Jus t ic ia  Admin i s t ra t i va  de  Ba ja  Cal i fo rn ia .   

La  c la s i f icac ión de  la  in f ormac ión  como conf idenc ia l  se  rea l i za  en  v i r tud  de q ue  e l  

p resente  documento  cont i ene da tos  per sona le s  y/o datos  pe r sona les  sens ib les ,  los  cua le s  

conc ie rnen  a  una  per sona f í s ica ide nt i f icada  e  i dent i f icab le ,  por  lo  que no p ued e  

d i fund i r se ,  p ub l icar se  o  dar se  a  conocer ,  s i n  e l  conse nt imiento de  su  t i tu la r ,  de  

conformidad con lo s  p r i nc ip ios  de l ic i tud ,  f i na l ida d,  lea l ta d,  c onsent imie nto,  ca l idad ,  

p roporc iona l idad ,  in form ac ión y  re sponsab i l idad  en  e l  t ra tamiento  de  lo s  da tos  

per sona le s .”   

“EL IMINADO:  Número de of ic io ,  1  pár rafo(s)  con 1  renglones ,  en fo ja 4 .  
Fundamento lega l :  54 ,  99  de la  Ley  de T ra nspare nc ia ,  Acceso  a  la  I n fo rmac ión Púb l ica y  

Aper tura  In s t i tuc iona l  para  e l  es tado de  Ba ja  Cal i fo rn ia ,  55 ,  59  de l  Reglamento en Mater ia  

de T ransparenc ia ,  Acceso a  la  I n formac ión  Púb l ica y  P ro tecc ión de  Datos  Per son a les  de l  

T r ibuna l  E s ta ta l  de  Jus t ic ia  Admin i s t rat i va  de  Ba ja  Cal i fo rn ia .   

La  c la s i f icac ión de  la  in f ormac ión  como conf idenc ia l  se  rea l i za  en  v i r tud  de q ue  e l  

p resente  documento  cont i ene da tos  per sona le s  y/o datos  pe r sona les  sens ib les ,  los  cua le s  

conc ie rnen  a  una  per sona f í s ica ide nt i f icada  e  i dent i f icab le ,  por  lo  que no p ued e  

d i fund i r se ,  p ub l icar se  o  dar se  a  conocer ,  s i n  e l  conse nt imiento de  su  t i tu la r ,  de  

conformidad con lo s  p r i nc ip ios  de l ic i tud ,  f i na l ida d,  lea l ta d,  c onsent imie nto,  ca l idad ,  

p roporc iona l idad ,  in form ac ión y  re sponsab i l idad  en  e l  t ra tamiento  de  lo s  da tos  

per sona le s .”   

“EL IMINADO:  Número de of ic io ,  1  pár rafo(s)  con 1  renglones ,  en fo ja 4 .  
Fundamento lega l :  a r t ícu l os  54 ,  99  de la  Ley  de  T ra nspare nc ia ,  Acceso  a  la  I n formac ión  

Púb l ica y  Aper tura  In s t i tuc iona l  para e l  e s tad o de Ba ja  Cal i fo rn ia ,  55 ,  59  de l  Re glamento  

en Mater ia  de  T ransparenc ia ,  Acceso a  la  I n f orma c ión Púb l ica y  P rotecc ión  de Da tos  

Per sona les  de l  T r ib una l  E s tata l  de  Jus t ic ia  Admin i s t ra t i va  de  Ba ja  Cal i fo rn ia .   

La  c la s i f icac ión de  la  in f ormac ión  como conf idenc ia l  se  rea l i za  en  v i r tud  de q ue  e l  

p resente  documento  cont i ene da tos  per sona le s  y/o datos  pe r sona les  sens ib les ,  los  cua le s  

conc ie rnen  a  una  per sona f í s ica ide nt i f icada  e  i dent i f icab le ,  por  lo  que no p ued e  

d i fund i r se ,  p ub l icar se  o  dar se  a  conocer ,  s i n  e l  conse nt imiento de  su  t i tu la r ,  de  

conformidad con lo s  p r i nc ip ios  de l ic i tud ,  f i na l ida d,  lea l ta d,  c onsent imie nto,  ca l idad ,  

p roporc iona l idad ,  in form ac ión y  re sponsab i l idad  en  e l  t ra tamiento  de  lo s  da tos  

per sona le s .”  

“EL IMINADO:  Número de of ic io  de observaciones ,  3  pár rafo(s)  con 3  renglones ,  en 

fo jas  5  y  21.  
Fundamento lega l :  a r t ícu l os  54 ,  99  de la  Ley  de  T ra nspare nc ia ,  Acceso  a  la  I n formac ión  

Púb l ica y  Aper tura  In s t i tuc iona l  para e l  e s tad o de Ba ja  Cal i fo rn ia ,  55 ,  59  de l  Re glamento  

en Mater ia  de  T ransparenc ia ,  Acceso a  la  I n f orma c ión Púb l ica y  P rotecc ión  de Da tos  

Per sona les  de l  T r ib una l  E s tata l  de  Jus t ic ia  Admin i s t ra t i va  de  Ba ja  Cal i fo rn ia .   

La  c la s i f icac ión de  la  in f ormac ión  como conf idenc ia l  se  rea l i za  en  v i r tud  de q ue  e l  

p resente  documento  cont i ene da tos  per sona le s  y/o datos  pe r sona les  sens ib les ,  los  cua le s  

conc ie rnen  a  una  per sona f í s ica ide nt i f icada  e  i dent i f icab le ,  por  lo  que no p ued e  

d i fund i r se ,  p ub l icar se  o  dar se  a  conocer ,  s i n  e l  conse nt imiento de  su  t i tu la r ,  de  

conformidad con lo s  p r i nc ip ios  de l ic i tud ,  f i na l ida d,  lea l ta d,  c onsent imie nto,  ca l idad ,  

p roporc iona l idad ,  in form ac ión y  re sponsab i l idad  en  e l  t ra tamiento  de  lo s  da tos  

per sona le s .”  

“EL IMINADO:  Datos  de ident i f icación de escr i tu ra  públ ica,  3  pár rafo( s)  con 2  

renglones ,  en fo ja  13.  
Fundamento lega l :  a r t ícu l os  54 ,  99  de la  Ley  de  T ra nspare nc ia ,  Acceso  a  la  I n formac ión  

Púb l ica y  Aper tura  In s t i tuc iona l  para e l  e s tad o de Ba ja  Cal i fo rn ia ,  55 ,  59  de l  Re glamento  

en Mater ia  de  T ransparenc ia ,  Acceso a  la  I n f orma c ión Púb l ica y  P rotecc ión  de Da tos  

Per sona les  de l  T r ib una l  E s tata l  de  Jus t ic ia  Admin i s t ra t i va  de  Ba ja  Cal i fo rn ia .   

La  c la s i f icac ión de  la  in f ormac ión  como conf idenc ia l  se  rea l i za  en  v i r tud  de q ue  e l  

p resente  documento  cont i ene da tos  per sona le s  y/o datos  pe r sona les  sens ib les ,  los  cua le s  

conc ie rnen  a  una  per sona f í s ica ide nt i f icada  e  i dent i f icab le ,  por  lo  que no p ued e  

d i fund i r se ,  p ub l icar se  o  dar se  a  conocer ,  s i n  e l  conse nt imiento de  su  t i tu la r ,  de  

conformidad con lo s  p r i nc ip ios  de l ic i tud ,  f i na l ida d,  lea l ta d,  c onsent imie nto,  ca l idad ,  

p roporc iona l idad ,  in form ac ión y  re sponsab i l idad  en  e l  t ra tamiento  de  lo s  da tos  

per sona le s .”  



 

LA SUSCRITA LICENCIADA ASAHI RIVERA CAMPOS, SECRETARIA DE 

ACUERDOS DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE 

BAJA CALIFORNIA, HACE CONSTAR: ----------------------------------------  

 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA 

VERSIÓN PÚBLICA DE RESOLUCIÓN DE PRIMERA INSTANCIA 

DICTADA EN EL EXPEDIENTE 249/2021 JP, EN LA QUE SE 

SUPRIMIERON DATOS QUE SE HAN CLASIFICADO COMO 

CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO CORRESPONDIENTE, 

INSERTANDO DIEZ ASTERISCOS, VERSIÓN QUE VA EN 21 (VEINTIÚN)  

FOJAS ÚTILES. -------------------------------------------------- -------------------  

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO POR LOS 

ARTÍCULOS 54, 60, FRACCIÓN II I ,  B), 99, 104 DE LA LEY DE 

TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y 

APERTURA INSTITUCIONAL PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA, 

Y 55, 57, 58, 59 DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS 

PERSONALES DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

DE BAJA CALIFORNIA, LO QUE SE HACE CONSTAR PARA LOS 

EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE MEXICALI, 

BAJA CALIFORNIA, A LOS QUINCE DÍAS DEL MES DE DICIEMBRE DE 

DOS MIL VEINTICINCO. ---------------------------------------------------------  

 


